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Floridablanca, julio 12 del 2022. 

Sr. JUEZ Juzgado Sexto Penal Municipal con funciones de Control de Garantías de Bucaramanga, 

descentralizado en Floridablanca. 

Carrera 11 No. 7-26  

Floridablanca (s) 

Con copia a Secretaria de Educación Municipal 

Floridablanca. 

Respuesta a TUTELA – 68001-40-88-006-2022-00077-00. 

Señor Juez. Con todo respeto y prontitud respondo la Tutela, presentada por los menores SANTIAGO 

ISAAC OCHOA PUENTES y SALOME OCHOA, por una “supuesta vulneración a los derechos 

fundamentales a la educación e igualdad”. A lo cual paso a decir, a pesar que no tengo formación 

en derecho, pero acudo al “sentido común”, que incluso, pienso debe estar por arriba de la misma 

ley, o mejor la ley debe ser fruto del sentido común. Paso a decir. 

Mi nombre es JOSE MARIA GONZALEZ GOMEZ, c.c. 13.827.895 de Bucaramanga, rector en 

propiedad del Colegio Técnico Vicente Azuero en Floridablanca, institución de más de 3.600 

alumnos, 128 docentes y cuatro sedes académicas y legalmente constituidas como colegio oficial 

del Estado, adscrita a la SEM de Floridablanca. 

Quisiera hacer algunas precisiones, que pienso que por desconocimiento de la ley que maneja lo 

educativo (Ley 115 del año 94 Ley General de educación, Decreto reglamentario 1860 del mismo 

año 1994) es bueno recordar.  

1. La ley y el MEN dispone un calendario académico a nivel nacional, precisando que son 10 

meses de trabajo académico 0 40 semanas de trabajo instructivo. Este tiempo se inició los 

primeros días de enero del 2022 y a hoy llevamos cumplidos 07 meses de los 10 que como 

máximo se deben cumplir, luego llevamos transcurridos más del 50% del tiempo 

reglamentario. Por consiguiente, si habláramos de inasistencia en el sistema, los dos 

posibles alumnos, ya habrían perdido el año académico, eso precisando por IGUALDAD, con 

los que iniciaron en enero. 



 

COLEGIO TÉCNICO VICENTE AZUERO 
CÓDIGO:  D-04-F04 

VERSIÓN: 01 

MECANISMOS DE COMUNICACIÓN 
( Carta) 

FECHA:  Marzo de 2013 

Página 2 de 3 

 

Lugar de almacenamiento: RECTORÍA 
Tiempo de retención: 1 AÑO,  
Disposición final: ARCHIVO INACTIVO 

Portal Educativo: colvicenteazuero.com 
Email: ctvicenteazuero@gmail.com 

Dane: 168276000720 
Nit: 890207620-6 

Sede A: Calle 50 Nº 2-106 Lagos II – Teléfono PBX 6483787 FAX 6483787 
Sede B: Calle 49 Nº 4-73 Lagos II – Teléfono 6485662 
Sede C: Carrera 10 Nº 25-12 Lagos I - Teléfono 6386591 
Sede D: – Teléfono 6799979 

 
                           
 

 

 
 

 

2. A estas fechas se reciben estudiantes, siempre y cuando, provengan de otra institución 

educativa, y traigan referentes en notas académicas, para que el sistema registre lo ya 

cursado, pero estos candidatos que presenta la tutela NO HAN CURSADO NINGÚN NIVEL 

desde el año anterior, luego no presentan ningún referente para que el sistema educativo 

los referencie. Luego el sistema no los puede datiar o les colocaría notas de pérdida, 

llevándolos al fracaso académico de este 2022. 

3. Vale la pena anotar, que, a nivel nacional, el colegio será señalado o referenciado, o casi 

castigado POR LA PERDIDA DE AÑO o fracaso escolar en sus integrantes, y si permitimos el 

ingreso a estas fechas sin tener referentes, nos estamos auto castigando por el hecho de 

ayudar, y no podemos exponer la institución educativa a una sanción a futuro. 

4. Vale la pena también mencionar y precisar, que el mismo MEN y la SEM, pone topes de 

estudiantes matriculados por grupos, con el ánimo de manejo pedagógico adecuado y 

respeto a los Derechos Humanos, en lo que se refiere a atención por maestro y espacios 

saludables y mentalmente tolerables. La tutela menciona ACELERACIÓN, que es una 

metodología flexible para niños en extra edad para PRIMARIA (4º y 5º.) (NO ES PARA 

BACHILLERATO COMO MENCIONA LA TUTELA), y el cupo permitido por ley es máximo 25 

estudiantes. En la actualidad tenemos grupos de 28 estudiantes, como usted puede 

certificar con la SEM y el SIMAT, por consiguiente, no se puede recibir un alumno más en 

esta modalidad, que reviste además de la extra edad, todos los problemas que conlleva cada 

estudiante, de los medios culturales y familiares de donde provienen. 

5. Finalmente, estaríamos exponiendo a los dos posibles candidatos, a actividades de 

inequidad, a riesgos académicos de pérdida de año, solo con el ánimo de hablar de unos 

derechos que más bien los estamos quebrantando con el ingreso EN ESTE MOMENTO DEL 

AÑO ACADEMICO, pues tendrían que confrontar materia académica que no conocen y ya 

no tienen tiempo para nivelar por el poco tiempo que resta, y estarían en inferiores 

condiciones, frente a sus compañeros de estudio, con los que tendrían que competir. Eso sí 

sería una falta a los derechos humanos. Estos datos ya lo habíamos socializado con “la 

madre sustituta” a través de respuestas por email, a los referentes entregados por la señora 

madre sustituta, que lastimosamente, en los diálogos físicos que tuvimos con ella, no fue de 

la manera más cortés ni educada por parte de ella. 

CONCLUIMOS 

 

1. Propongo, ya que estamos a dos meses de iniciar NUEVAS MATRICULAS, concederles 

cupo desde ya para el año entrante 2023. 

2. Pero en este momento NO ES CONVENIENTE y objetivamente no objetivo conceder 

este cupos. 
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3. Con todo respeto, a no ser que Su Señoría me indique sacar estudiantes ya matriculados 

en el grado de ACELERACION de primaria, para concederle el cupo a SANTIAGO ISAAC 

OCHOA PUENTES, y concederle cupo también para SALOME OCHOA PUENTES en grado 

sexto regular y me asesoré qué hacer frente a las “notas académicas” faltantes, de estos 

dos jóvenes, pues llevamos ya tres periodos académicos de los cuatro que cursamos en 

cada año en esta Institución COLEGIO TECNICO VICENTE AZUERO. 

 

JOSE MARIA GONZALEZ GOMEZ 

C.C. 13.827.895 de Bucaramanga. 

Rector Colegio Técnico Vicente Azuero. Floridablanca. 
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Señores 
Juzgado Sexto Penal Municipal Con Funciones de Control de Garantías de 
Bucaramanga Descentralizado en Floridablanca  
Carrera 11 Nº 7 - 26 Floridablanca 
Correo electrónico: j06pmfcgbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 

REFERENCIA:         RESPUESTA ACCIÓN DE TUTELA  
   
 
Tutela Radicado: 68001-40-88-006-2022-00077-00 
Demandante: AUGUSTO URIBE SANTOS (defensor de Familia – Centro Zonal Luis Carlos Galán Sarmiento) 
Agenciados: SANTIAGO ISAAC OCHOA PUENTES y SALOME OCHOA (menores) 
Demandado: INSTITUTO EDUCATIVO VICENTE AZUERO SEDE A DE FLORIDABLANCA y Otro 
 
MARTHA PATRICIA TORRES PINZÓN, mayor de edad, identificada con la cédula de ciudadanía No. 
63.322.630, actuando en calidad de Directora del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR, 
REGIONAL SANTANDER, conforme a Resolución Núm. 2369 del 28 de marzo de 2019, posesionada mediante 
acta Núm. 000070 del 01 de Abril de 2019 y encontrándome dentro del término concedido para el efecto, 
respetuosamente  me dirijo a usted con el fin de pronunciarme con respecto a la acción de Tutela presentada, 
con base en las siguientes consideraciones. 
 

1. Pronunciamiento frente a los hechos 
2. Pronunciamiento frente a las pretensiones 
3. Fundamentos de Derecho  
5. Vinculación procesal 
6. Anexos 
7. Notificaciones 
 

1. PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LOS HECHOS 

El Defensor de Familia del Centro Zonal Luis Carlos Galán Sarmiento del ICBF Regional 
Santander,  actuando  en pro de los derechos de los niños SIOP y SO, de 14 y 11 años de 
edad, instaura la presente Acción en contra de la Institución Educativa Vicente Azuero Sede 
A y la Secretaria de Educación de Floridablanca, debido a que desde el 11 de abril de 2022, 
los niños aquí indicados cuentan con proceso de restablecimiento de derechos a su favor 
por parte del ICBF,  debido a este proceso administrativo y por la situación encontrada a la 
fecha se encuentran ubicados en hogar sustituto. 
 
Uno de los aspectos de mayor relevancia del proceso de restablecimiento de derechos de 
los niños es el de garantizar su vinculación al sistema educativo.  Para lo cual la madre 
sustituta a cargo de los menores hizo la respectiva solicitud al Colegio Vicente Azuero Sede 
A del municipio de Floridablanca, quien responde no contar con el cupo, no trae continuidad 
escolar,  se está terminando el año escolar y que ofrecen cupo para el año 2023. 
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Manifiesta que a la fecha los colegios se están reincorporando luego de su periodo 
vacacional de mitad de año, y los menores se encuentran desescolarizados y es deber del 
estado la garantía a la educación de los menores de edad. 
 
 
Respecto a tales planteamientos, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar advierte que 
no se puede desconocer la situación actual manifestadas por el Tutelante, lo cual 
corresponde a cada ente responder por los hechos que generen con ocasión y en aplicación 
de los mismos, como es en este caso la COLEGIO VICENTE AZUERO SEDE A y a la  
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE FLORIDABLANCA. 
  
Así las cosas, como al ICBF no le corresponde definir la situación expuesta en la presente 
acción constitucional, no se pronunciará frente a la misma, sin embargo estará coadyuba 
las pretensiones y estará atento a salvaguardar y ser garante de los derechos 
fundamentales de los menores de edad dentro de ellos el de educación, que en algún 
momento dado llegaren a ser vulnerados.  Y se atendrá a lo definido por el despacho 
judicial. 
 
 
2. PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LAS PRETENSIONES 
 
Las pretensiones que se formulan en el escrito de tutela refieren la protección al derecho 
de la educación, presuntamente vulnerados por el VICENTE AZUERO SEDE A y 
SECREATRIA DE EDUCACION DE FLORIDABLANCA. 

 
Frente a lo anterior me permito manifestar que el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 

(ICBF) actúa y actuará conforme a lo solicitado con pleno ajuste a los mandatos 

constitucionales y legales, bajo la preceptiva emanada de los convenios internacionales que 

integran el bloque de constitucionalidad, en pro de la atención a los niños, niñas y 

adolescentes; y esta presto a coadyuvar las pretensiones del Defensor de Familia. 

En virtud de lo anterior, y según las pretensiones incoadas por el accionante, consideramos 

imperioso que se garantice en primer lugar el derecho a la Educación de los menores SILP 

y SOP, que puedan verse afectados, con las decisiones tomadas por los entes 

competentes. 

Sin embargo, debemos advertir que no existe fundamento fáctico ni jurídico que vincule al 
ICBF con el objeto de vulneración y/o amenaza del derecho fundamental de los menores 
de edad reclamados en la presente acción de tutela, máxime cuando el accionante en el 
libelo de la demanda no manifiesta que exista alguna vulneración por parte de nuestra 
entidad, y además es Defensor de Familia vinculado al ICBF. 
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Aunado a la falta de competencia por parte de esta entidad en las determinaciones que se 
tomen entorno a los motivos que llevaron al Colegio a tomar esta determinación sobre el no 
conceder los cupos solicitados, siendo competencia de las entidades aquí accionadas, y para 
el presente caso, COLEGIO VICENTE AZUERO y, SECRETARIA DE EDUCACION DE 
FLORIDABLANCA. 
 
Por ello, solicito respetuosamente se declare la inexistencia de amenaza o vulneración de 
los derechos invocados por la tutelante y en consecuencia se declare improcedente la 
acción de tutela en contra del ICBF. 

Sin embargo, frente a una posible vulneración de derechos a la menor de edad, el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar considera que, los mismos deben ampararse en virtud 
de primero, el derecho integral a la educación, protegido constitucionalmente, pero que en 
relación con los menores de edad está dispuesto en el artículo 27 del Código de Infancia y 
Adolescencia de esta manera:  
 

“El artículo 67 de la Constitución reconoce en la educación una doble condición de 

derecho y de servicio público que busca garantizar el acceso de los ciudadanos al 
conocimiento, a la ciencia y a los demás bienes y valores culturales. La relevancia de esa 

función social explica que la norma superior le haya asignado a la familia, a la sociedad 

y al Estado una corresponsabilidad en la materialización de esas aspiraciones y que haya 

comprometido a este último con tareas concretas que abarcan, desde la regulación y el 
ejercicio del control y vigilancia del servicio educativo, hasta la garantía de su calidad, 

de su adecuado cubrimiento y la formación moral, física e intelectual de los estudiantes. 

En cuanto a servicio público, la educación exige del Estado unas actuaciones concretas, 
relacionadas con la garantía de su prestación eficiente y continua a todos los habitantes 

del territorio nacional, en cumplimiento de los principios de universalidad, solidaridad y 

redistribución de los recursos en la población económicamente vulnerable. En su 

dimensión de derecho, la educación tiene el carácter de fundamental, en atención al 
papel que cumple en la promoción del desarrollo humano y la erradicación de la pobreza 

y debido a su incidencia en la concreción de otras garantías fundamentales, como la 

dignidad humana, la igualdad de oportunidades, el mínimo vital, la libertad de escoger 
profesión u oficio y la participación política 

Segundo, en virtud del principio de corresponsabilidad dispuesto en el artículo 10 del 

Código de Infancia y adolescencia el cual señala lo siguiente:  

“Para los efectos de este código, se entiende por corresponsabilidad, la 
concurrencia de actores y acciones conducentes a garantizar el ejercicio de los 
derechos de los niños, las niñas y los adolescentes. La familia, la sociedad y el 
Estado son corresponsables en su atención, cuidado y protección. 
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La corresponsabilidad y la concurrencia aplican en la relación que se establece entre 
todos los sectores e instituciones del Estado. 
 
No obstante lo anterior, instituciones públicas o privadas obligadas a la prestación 
de servicios sociales, no podrán invocar el principio de la corresponsabilidad para 
negar la atención que demande la satisfacción de derechos fundamentales de niños, 
niñas y adolescentes”. 
 

ARTÍCULO 17. DERECHO A LA VIDA Y A LA CALIDAD DE VIDA Y A UN AMBIENTE 

SANO. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a la vida, a una buena calidad 

de vida y a un ambiente sano en condiciones de dignidad y goce de todos sus derechos en 

forma prevalente. 

La calidad de vida es esencial para su desarrollo integral acorde con la dignidad de ser 

humano. Este derecho supone la generación de condiciones que les aseguren desde la 

concepción cuidado, protección, alimentación nutritiva y equilibrada, acceso a los servicios 

de salud, educación, vestuario adecuado, recreación y vivienda segura dotada de servicios 

públicos esenciales en un ambiente sano. 

PARÁGRAFO. El Estado desarrollará políticas públicas orientadas hacia el fortalecimiento 

de la primera infancia. 

 
ARTÍCULO 28. “DERECHO A LA EDUCACIÓN. Los niños, las niñas y los adolescentes 
tienen derecho a una educación de calidad. Esta será obligatoria por parte del Estado en 
un año de preescolar y nueve de educación básica. La educación será gratuita en las 
instituciones estatales de acuerdo con los términos establecidos en la Constitución 
Política…”. 

Este principio ha sido ampliamente desarrollado por la Jurisprudencia y es así como en 

sentencia T-044 de 2014, la Honorable Corte Constitucional, con ponencia del magistrado 

Luis Ernesto Vargas Silva, señaló: 

"(,...) Ello quiere decir que. cuando las familias no están en capacidad de asumir 

las obligaciones que le corresponden, el Estado y la sociedad deben concurrir 

a ello “y esto se hace ateniéndose al régimen legal que regula las situaciones 

en las que deben restablecerse los derechos de los menores que han sido 

vulnerados y los mecanismos de protección encaminados a superar tales 

situaciones"  (negrita del despacho). 

 
3. ACTUACIONES DEL ICBF 

https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/t-044_1914.htm#INICIO
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El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar - ICBF, es la entidad estatal encargada de 
trabajar por la protección integral de la primera infancia, la niñez, la adolescencia y el 
bienestar de las familias en Colombia, por lo tanto, es responsable de atender aquellos 
casos en los cuales se presenten situaciones de amenaza o vulneración de los derechos 
de los niños, niñas y adolescentes, en el marco de la protección integral y los principios 
de prevalencia de derechos, interés superior, y corresponsabilidad de la familia, la 
sociedad y el Estado. 
 
Por ello, en el presente caso en su sabio proceder del señor Juez, y según lo probado 
dentro de la presente acción, deberá instar a las entidades competentes el cumplimiento 
de las normas para que se protejan el derecho de los NNA, aquí invocados, en caso de 
demostrar algún tipo de vulneración. 
 

 
4. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

   
Frente a la vinculación efectuada por su Despacho, se fundamenta la posición de la 
Institución en lo siguiente:  

4.1 Interés Superior de los niños, niñas y adolescentes 

El ICBF ha sido la entidad nacional encargada de coordinar la política colombiana en favor 

de la infancia, con la cual se busca garantizar los derechos de la niñez y asegurar su 

protección cuando se encuentran en situación de vulnerabilidad. Sus acciones se inscriben 

en un marco normativo nacional que recoge los acuerdos internacionales en este campo, y 

se fundamenta en reconocer que la inversión social en el bienestar de la infancia repercute 

en mayores oportunidades para los sectores más pobres de la sociedad, y en el 

convencimiento de que al proteger los derechos de los niños/as contribuye a formar un 

ciudadano libre, amante y promotor de la democracia y de la paz. 

En virtud del bloque de constitucionalidad, la Carta Política, la Ley y la jurisprudencia, 

precisaremos el alcance del interés superior de los niños, niñas y adolescentes como 

principio rector aplicable en todos los actos y las decisiones en que estén comprometidos 

sus intereses.  En el contexto internacional, en algunos tratados ratificados por Colombia 

encontramos el reconocimiento expreso del interés superior de los niños, las niñas y los 

adolescentes considerados como sujetos titulares de derechos y no como objetos de 

protección.  

La Convención sobre los Derechos del Niño adoptada por la Asamblea General de las 

Naciones Unidas en 1989, ratificada por Colombia mediante la Ley 12 de 1991 estableció 

su fundamento en los siguientes términos: “En todas las medidas concernientes a los niños 
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que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las 

autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que 

se atenderá será el interés superior del niño” (artículo 3.1). De forma explícita este principio 

también se encuentra en los artículos 9.1, 18.1 y 21 del instrumento.  

En el contexto nacional, la legislación colombiana ha instaurado normas que buscan 

proteger el interés superior de los niños, niñas y adolescentes, con base en los principios 

consagrados en la Convención Sobre los Derechos del Niño y otros tratados e instrumentos 

internacionales.  El artículo 44 de la Constitución Política de 1991 consagra una protección 

especial para los niños, recoge los principios establecidos en la Convención sobre los 

Derechos del Niño y señala que los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos 

de los demás. De igual forma, el artículo 45 Ibidem establece que el adolescente tiene 

derecho a la protección y a la formación integral y que el Estado y la sociedad deberán 

garantizar la participación activa de los jóvenes en los organismos públicos y privados que 

tengan a cargo la protección, educación y progreso de la juventud.        

Respecto del concepto, el artículo 8 de la Ley 1098 de 2006 (Código de la Infancia y la 

Adolescencia) establece que: “Se entiende por interés superior del niño, niña y adolescente, 

el imperativo que obliga a todas las personas a garantizar la satisfacción integral y 

simultánea de todos sus derechos humanos, que son universales, prevalentes e 

independientes”. El interés superior es el marco que orienta la prevalencia de los derechos, 

dando un interés especial a cada caso en particular, dando garantía en primer lugar a los 

derechos de los niños sobre los derechos de los demás. 

El artículo 9 ibidem dispone que, en todo acto, decisión o medida administrativa, judicial o 

de cualquier naturaleza que deba adoptarse en relación con los niños, niñas y adolescentes, 

prevalecerán los derechos de éstos, en especial si existe conflicto entre sus derechos 

fundamentales con los de cualquier otra persona. En caso de conflicto entre dos o más 

disposiciones legales, administrativas o disciplinarias, se aplicará la norma más favorable 

al interés superior del niño, niña o adolescente. 

La Sentencia T-591 de 1999 precisó: “La jurisprudencia de la Corte ha desarrollado el 

concepto constitucional de interés superior del menor, que consiste en reconocer al niño 

una caracterización jurídica específica fundada en sus intereses prevalentes y en darle un 



GRUPO JURIDICO 

Calle 1 N Núm. 16D-86 B. La juventud 
PBX: 6972100 

 

Línea gratuita nacional ICBF 

01 8000 91 8080 

 
 
 
 
 
 

 Comunicación oficial revisada y aprobada por el remitente de la misma 
 
 
 
  

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
Cecilia De la Fuente de Lleras  
REGIONAL SANTANDER 
Grupo Jurídico 

 

Los datos proporcionados serán tratados de acuerdo con la política de tratamiento de datos personales del ICBF y la Ley es 1581 de 2012. 

trato equivalente a esa prevalencia que lo proteja de manera especial, que lo guarde de 

abusos y arbitrariedades y que garantice el desarrollo normal y sano”. 

La Sentencia T-510 de 2003 concluyó que: 

“El artículo 44 de la Constitución Política es inequívoco al establecer que los 

derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás, como 

consecuencia del especial grado de protección que aquellos requieren, dadas sus 

condiciones de vulnerabilidad e indefensión, y la especial atención con que se debe 

salvaguardar su proceso de desarrollo y formación. Una de las principales 

manifestaciones de este precepto constitucional, que se enmarca en el contexto del 

Estado social de derecho y del deber general de solidaridad, es el principio de 

preservación del interés superior del menor, que ha sido desarrollado por la 

jurisprudencia constitucional y consagrado en los artículos 20 y 22 del Código del 

Menor (Ley 1098 arts. 8 y 9). Dicho principio refleja una norma ampliamente 

aceptada por el derecho internacional, consistente en que al menor se le debe 

otorgar un trato preferente, acorde con su caracterización jurídica en tanto sujeto de 

especial protección, de forma tal que se garantice su desarrollo integral y armónico 

como miembro de la sociedad”. “Existen ciertos lineamientos establecidos por el 

ordenamiento jurídico para promover el bienestar de los niños, tanto a nivel general 

(en la Constitución, la ley y los tratados e instrumentos internacionales que regulan 

la situación de los menores de edad) como derivados de la resolución de casos 

particulares (es decir, de la jurisprudencia nacional e internacional aplicable), que 

sirven para guiar el estudio del interés superior de menores, en atención a las 

circunstancias de cada caso. Por lo tanto, para establecer cuáles son las 

condiciones que mejor satisfacen el interés superior de los niños en situaciones 

concretas, debe atenderse tanto a consideraciones (i) fácticas —las circunstancias 

específicas del caso, visto en su totalidad y no atendiendo a aspectos aislados—, 

como (ii) jurídicas —los parámetros y criterios establecidos por el ordenamiento 

jurídico para promover el bienestar infantil”.  

 

El interés superior del niño, antes que un argumento para negar la existencia de conflictos 

entre los derechos de los menores y los derechos de los demás, ha de operar como un 

estándar normativo que asegura que, en la resolución razonada de tales conflictos, los 

derechos de los miembros más jóvenes de la sociedad han de tener especial 

consideración.  Esto supone que, en presencia de casos difíciles, el interés superior del 
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menor se traduce en un criterio que debe incorporarse en la ponderación y en una exigente 

carga de argumentación.  

 
 4.2 La Protección Integral de los niños, niñas y adolescentes. 

La teoría de la protección integral de los niños, niñas y adolescentes tiene su origen en la 

Convención de los Derechos del niño y fue aplicada en nuestro ordenamiento jurídico con 

la finalidad de adecuar nuestra legislación de infancia y adolescencia a los postulados 

constitucionales del estado social de derecho y los convenios internacionales ratificados 

por Colombia en la materia, el principio reconoce a los niños, niñas y adolescentes como 

personas autónomas y titulares de derechos y deberes, debiendo ser protegidos de manera 

integral y no solo cuando sus derechos son vulnerados. En este contexto, se debe generar 

una responsabilidad solidaria, conjunta y simultánea en cabeza de la familia, de la sociedad 

y del estado de cumplir con obligaciones básicas y de generar políticas públicas para 

garantizar los derechos de la niñez y la adolescencia, así como prevenir su amenaza y 

vulneración. 

El artículo 7 del Código de Infancia y Adolescencia consagra el principio en mención en los 

siguientes términos: "Se entiende por protección integral de los niños, niñas y adolescentes 

el reconocimiento como sujetos de derechos, la garantía y cumplimiento de los mismos, la 

prevención de su amenaza o vulneración y la seguridad de su restablecimiento inmediato 

en desarrollo del principio del interés superior. La protección integral se materializa en el 

conjunto de políticas, planes, programas y acciones que se ejecuten en los ámbitos 

nacional, departamental distrital y municipal con la correspondiente asignación de recursos 

financieros, físicos y humanos”. 

En este sentido, la Corte Constitucional ha afirmado que “la jurisprudencia de esta 

Corporación ha establecido que los niños, niñas y adolescentes son sujetos de especial 

protección constitucional, lo que implica que la satisfacción de sus derechos e intereses 

constituye un objetivo esencial para la sociedad y las autoridades estatales, por lo que la 

adecuada protección de los niños, niñas y adolescentes debe ser perseguida en toda 

actuación estatal que involucre a los Menores." 

Así las cosas, la protección integral de niños, niñas y adolescentes debe garantizar la 

protección de sus derechos desde la prevención de los mismos y en el evento de existir 

alguna amenaza, inobservancia o vulneración, la familia, la sociedad, pero sobre todo el 

Estado deben garantizar un efectivo restablecimiento. 

En este orden de ideas, el derecho a la educación de los niños, niñas y adolescentes, es 

un derecho fundamental supranacional, goza de una protección constitucional, legal y 

jurisprudencial, e implica una atención integral por parte de las entidades de competencia. 
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5.  VINCULACIÓN PROCESAL 

 

Tal y como se ha mencionado en el transcurso de la presente, el ICBF en ningún momento 

ha vulnerado derecho fundamental alguno de los señalados por el accionante, toda vez que 

la entidad en ningún momento ha amenazado y/o vulnerados derechos fundamentales 

señalados en la Tutela, pues se trata de acción de tutela interpuesta por esta misma entidad 

a través de uno de sus funcionarios en calidad de Defensor de Familia, tal y como se 

desprende de los documentos obrantes en esta accion.   

 

6.  AUSENCIA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA. 

La Legitimación en la causa por pasiva es la “Aptitud legal de persona contra quien se dirige 

la acción” y “Se predica de quien efectivamente debe responder por la vulneración o amenaza 

del derecho fundamental” (Ver T-1015-06); en virtud de lo anterior, es de resaltar que el 

accionante en su escrito de tutela no manifiesta que exista algún tipo de vulneración de los 

derechos fundamentales por parte del ICBF, máxime como ya se indicó, es interpuesta por 

uno de sus funcionarios, habida cuenta que la misma va dirigida contra el Colegio Vicente 

Azuero Sede A y la Secretaria de Educación de Floridablanca, donde esta entidad no es la 

encargada de tomar decisiones en cuanto otorgamiento de cupos educativos. 

Por lo anterior, sin lugar a dudas, existe en el presente, señor Juez, una clara FALTA DE 

LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA, por cuanto el ICBF no es el llamado a 

responder por lo que solicita el tutelante en su acción. 

Así las cosas, debe reiterarse lo que la Corte Constitucional ha señalado del siguiente 
modo:  

“Cuando, durante el proceso de tutela, en la primera y segunda instancia, la causa 
pasiva ha sido integrada incorrectamente o una parte con un interés legítimo no ha 
sido notificada, la Corte Constitucional ha encontrado que se configura una causal 
de nulidad del proceso de tutela y ha considerado que el procedimiento adecuado 
consiste en devolver el expediente al juez de instancia con la finalidad que subsane 
el vicio y se integre correctamente el contradictorio.”1 

Existiendo en la acción de tutela una integración del contradictorio indebida, en el entendido 
que no se encuentra razón por la cual se ha vinculado al ICBF, por el contrario es la entidad 
quien está exigiendo la protección de derechos a los menores de edad, solicito 

                                                                 
1 Algunos autos mediante los cuales la Corte ha decretado la nulidad de una actuación de tutela por indebida integración de la causa pasiva: Auto 287 de 2001 (MP Eduardo 
Montealegre Lynett); Auto 295 de 2001 (MP Eduardo Montealegre Lynett); Auto 234 de 2001 (MP Jaime Córdoba Triviño); Auto 056 de 2002 (MP Jaime Araújo Rentería); Auto 081 
de 2001 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra). 
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respetuosamente al señor Juez se sirva declarar la FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 
CAUSA POR PASIVA. 

 

Sin embargo, se solicita muy respetuosamente señor Juez, se ordene la protección de los 

derechos fundamentales de los menor de edad, por parte de las entidades competente. 

 

 
6. ANEXOS 

 
Con el presente escrito presento como anexos los siguientes documentos: 

- Resolución de nombramiento Núm. 2369 de 28 de marzo de 2019 de la Directora     
Regional.  

- Acta de posesión de fecha 1° de abril de 2019 de la Directora Regional.   
- Cédula de ciudadanía de la Directora Regional.  

 
 

7 NOTIFICACIONES 

Recibo notificaciones en la Calle 1N Núm. 16D-86 Barrio La Juventud Bucaramanga, 

Colombia o al correo electrónico notificaciones.judiciales@icbf.gov.co   

Del Honorable Juez, 

Cordialmente, 
 
  
 
MARTHA PATRICIA TORRES PINZON 
Directora Regional Santander  
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
 
 
 
Aprobó: Martha Patricia Torres Pinzon – Directora Regional  – Regional Santander  

Control de legalidad:  Martha Lucia Ballesteros Garcia – Coordinadora Grupo Jurídico – Regional Santander  

Sandra Yaneth Vargas Ortiz – Abogada Contratista Dirección Regional – Regional Santander 

Proyectó: Profilia Sierra Maldonado – Profesional Especializada - Grupo Jurídico – Regional Santander  
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